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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA




Congreso del Estado Independiente, 
Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza

Iniciativa con proyecto de Decreto para reformar y adicionar la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Con el objeto de establecer la revocación de mandato como instrumento de democracia directa de las y los ciudadanos Coahuilenses.

Planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del  Partido Movimiento de Regeneración Nacional.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 19 de Junio de 2018.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen:
Fecha de la Declaratoria:
Decreto No. 

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTA LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO PRESIDENTE BENITO JUÁREZ GARCÍA, DEL  PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL (MORENA), PARA REFORMAR Y ADICIONAR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LA REVOCACIÓN DE MANDATO COMO INSTRUMENTO DE DEMOCRACIA DIRECTA DE LAS Y LOS CIUDADANOS COAHUILENSES.

Honorable Asamblea Legislativa:

Con fundamento en el artículo 196, fracción I, de la Constitución Política del Estado, la suscrita, DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, del Grupo Parlamentario Presidente Benito Juárez García, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), respetuosamente comparezco para presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto, relativa a incorporar la consulta de revocación de mandato en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sustentando mi Iniciativa al tenor de la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Justificación. El proceso de transición a la democracia demanda el establecimiento de instrumentos que fomenten y propicien la participación de las y los ciudadanos en los asuntos públicos. La democracia representativa debe ser complementada y ensanchada con la democracia participativa y, para ello, son indispensables mecanismos constitucionales que garanticen la participación ciudadana.

En nuestra Constitución contamos con el plebiscito, el referendo y la iniciativa ciudadana pero, durante muchas legislaturas, se ha impedido establecer, dentro de la Constitución, la revocación de mandato. Yo abrigo la esperanza de que, como se ha dicho en reiteradas ocasiones, esta Legislatura sea diferente y, por fin, cumpla una importante demanda de la sociedad civil incorporando la revocación de mandato en el texto constitucional.

Incorporar a la Constitución la revocación de mandato, implica reconocer el derecho de las y los coahuilenses para determinar, mediante un ejercicio de democracia directa, la conclusión anticipada del mandato conferido a un servidor público de elección popular. 

Implica, también, que el mandato popular conferido en las urnas puede ser revocado cuando, a través de una consulta democrática y a juicio de una mayoría significativa de electores, el representante popular, sea éste el titular del poder ejecutivo, los integrantes de la legislatura estatal o los presidentes municipales, sea despojado de esa representación y, en consecuencia, deba cesar en el desempeño de su encargo.

El artículo 2º de nuestra Constitución establece que la soberanía del Estado reside esencial y originariamente en el pueblo coahuilense. Esta soberanía la ejerce el pueblo de manera directa, a través del sufragio popular, el plebiscito y el referendo, y de forma indirecta, por medio de los poderes públicos del estado y de los municipios. 

La iniciativa con proyecto de decreto que someto a la consideración del Pleno, propone reformar la fracción I del artículo 2º constitucional, para los efectos de incorporar la revocación de mandato como instrumento de la democracia directa, de tal manera que el resultado de la consulta sea expresión de la soberanía popular, en los mismos términos que el sufragio popular, el plebiscito y el referendo.

Es evidente que los servidores públicos de elección popular están obligados a la rendición de cuentas, pero tal obligación se vuelve una simulación cuando no existe una sanción política por su incumplimiento o cuando, simplemente, el representante popular deja de representar los intereses de sus electores. Esa posibilidad, la de imponer una sanción política se materializa al reconocer, constitucionalmente, el derecho de las y los coahuilenses a la revocar el mandato de sus representantes.

Coincido con quien argumente que esta iniciativa no es nueva. En efecto, legislatura tras legislatura se han presentado, sin éxito hasta ahora, diversas iniciativas en la materia. En todo caso, lo relevante es que, para sustentarla, se examinan todos los textos constitucionales locales, así como las leyes que, en su caso, regulan la revocación de mandato y se extraen conclusiones para darle funcionalidad democrática a las reformas y adiciones que se proponen.

Rango constitucional. Sostenemos que la revocación de mandato debe tener rango constitucional porque, esencialmente, representa una restricción al principio de periodicidad de los mandatos. En efecto, por disposición expresa de la Constitución Federal, reproducida por todas las constituciones locales, la renovación de los poderes públicos y de los ayuntamientos debe realizarse mediante elecciones libres y periódicas.

El principio de periodicidad es la garantía de que la representación, otorgada por el sufragio popular, será ejercida por un tiempo determinado. Ello significa, por un lado, que el servidor público de elección popular no podrá ejercer el cargo por un tiempo mayor al que fue electo, pero, por otro lado, tampoco podrá ser despojado de esa representación, durante el tiempo de su encargo, salvo por las causas que la propia Constitución disponga expresamente.

El Estado de Nuevo León reguló la revocación de mandato para Gobernador, Diputados y Presidentes Municipales en la Ley de Participación Ciudadana para esa entidad pero, en ninguna parte de la Constitución del Estado de Nuevo León, estableció la revocación de mandato.

En nuestra opinión, establecer la revocación de mandato en una ley secundaria, sin que esa figura jurídica se contenga en la Constitución, genera un vicio de inconstitucionalidad, pues la norma jerárquicamente superior no establece expresamente la restricción o excepción al principio de periodicidad. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en diversos precedentes, ha señalado que la restricción de los derechos debe estar contenida en el texto constitucional o derivar directamente de ella, además de que las restricciones y excepciones deben ser expresas.

Ciertamente no se promovió ninguna acción de inconstitucionalidad, por lo que no se realizó un control abstracto de su constitucionalidad. Sin embargo, frente a un acto de aplicación, podrá ser recurrido ante la jurisdicción federal, a través del juicio de amparo y, en ese caso, la autoridad jurisdiccional deberá resolver sobre la constitucionalidad de la norma secundaria, al realizar el control difuso.

Es por ello que, al igual que el plebiscito y el referendo, la revocación de mandato debe tener base constitucional.

Antecedentes en México. La revocación de mandato es uno de los instrumentos de participación ciudadana que ha provocado más resistencia tanto en las legislaturas federales como en las locales. No obstante, a finales de la década de los noventas del siglo pasado, algunas entidades del país la incluyeron en sus textos constitucionales, cada una con matices diferentes.

Es necesario precisar que, en casi todos los casos, se imponían requisitos que hacían prácticamente imposible su procedencia, entre ellos, un número desproporcionado de firmas para solicitar la revocación de mandato o un número igualmente gravoso para que el resultado de la consulta fuera vinculatorio y tuviera por efecto la revocación del mandato.

Desde la primera alternancia, a partir del año 2000, y hasta la fecha, las cosas no mejoraron en relación a la revocación del mandato, al contrario, paulatinamente se presentó un retroceso. Entidades que incluían en sus textos constitucionales la revocación de mandato, derogaron tales disposiciones. Son los casos, por ejemplo, de Guerrero, Morelos y Zacatecas. Incluso, en Guerrero y Zacatecas, aunque derogaron las disposiciones legales relativas a la revocación de mandato, dejaron intocadas, en su texto constitucional, algunas disposiciones referentes a la revocación.

Derecho Comparado. De las 32 entidades federativas, 24 no incluyen en su texto constitucional la revocación de mandato. Con Guerrero y Zacatecas que, aunque la mencionan, en los hechos derogaron las disposiciones secundarias, dejándola sin sustento legal, llegaríamos a 26.

Del resto, el caso de Sinaloa resulta ejemplar para mostrar la simulación y el engaño. Bajo el título de “Revocación de mandato”, el texto constitucional de esa entidad consignó el derecho de los ciudadanos para “recusar” el nombramiento de autoridades, hecho por el Ejecutivo, el Tribunal de Justicia o por los Ayuntamientos; La solicitud debe presentarse por escrito ante la “superioridad” que realizó el nombramiento y, si la solicitud es resuelta en sentido negativo, se podrá acudir al Congreso del Estado para que resuelva lo que en justicia corresponda.

Con independencia a que pueda estimarse que, lo establecido en la Constitución de Sinaloa, constituye una vulneración a la división de poderes o, en su caso, a la autonomía municipal, la supuesta revocación de mandato es una simulación porque no es aplicable a los servidores públicos de elección popular.

En Baja California el capítulo II del Título Segundo de la Constitución de esa entidad, fue denominado “De la Revocación de Mandato” y, en mi opinión, es también una simulación, aunque parcial. Todo el capítulo está integrado por un solo artículo con seis fracciones. Se incluyen, como “mecanismos” para revocar el mandato de servidores públicos de elección popular: El juicio político, la responsabilidad penal determinada por autoridad competente, la incapacidad total y permanente declarada por autoridad judicial y ratificada por el Congreso, la suspensión o revocación de ayuntamientos en los términos del artículo 115 de la Constitución Federal, así como cuando lo solicite la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Como podrá constatarse, todos los supuestos “mecanismos” no son, ni pueden ser, instrumentos de participación ciudadana.

Sin embargo, la última fracción, adicionada en 2015 dispone: “Tratándose de Diputados, la revocación de mandato procederá mediante sufragio universal que emitan los ciudadanos, en términos de las disposiciones que resulten aplicables.”

En relación a lo anterior, tres cosas se deben destacar: Primera, se trata exclusivamente de la revocación de mandato de legisladores locales; segunda, el texto constitucional remite a la ley los términos en que deba realizarse la solicitud, trámite y, en su caso,  procedimiento de revocación señalando, expresamente, que éste último será mediante sufragio universal; y, por último, de conformidad al tercer transitorio del decreto de fecha 11 de junio de 2015, la adición constitucional entrará en vigor hasta el día 1º de agosto de 2021, es decir, se establece una vacatio legis de más de seis años. 

Por otro lado, vale la pena examinar el caso de Yucatán, donde se estableció la revocación de mandato del Gobernador y de los Diputados, aclarando que dicha fracción fue declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al sustanciar el expediente AI 8/2010.
 La Legislatura yucateca incorporó la revocación de mandato dentro de las facultades del Congreso del Estado, en los siguientes términos: “Revocar el mandato conferido al Gobernador del Estado, y a los Diputados en lo particular. En ambos casos será necesaria la determinación del sesenta y cinco por ciento de los electores inscritos en el listado nominal correspondiente, comunicada al Congreso y aprobada por el voto unánime de la Legislatura en el caso del Gobernador, y de las dos terceras partes en el de los Diputados.”

Más allá de la inconstitucionalidad de la disposición, conviene apuntar la carga excesiva, desproporcionada e irracional para que se materialice la revocación de mandato, esto es, se exigen dos condiciones: Que la revocación, en primera instancia, sea determinada por el “sesenta y cinco por ciento de los electores inscritos en el listado nominal correspondiente” y, después, que la revocación sea “aprobada por el voto unánime de la Legislatura en el caso del Gobernador, y de las dos terceras partes en el de los Diputados.” 

Lo anterior demuestra que lo lesivo que resulta, para cualquier instrumento o mecanismo de democracia directa, establecido a favor de las y los ciudadanos, la intromisión del poder legislativo o del poder ejecutivo.

En ese mismo sentido, debe examinarse el caso del Estado de Oaxaca. En esta entidad federativa se estableció la revocación de mandato exclusivamente para el cargo de Gobernador,
 en los siguientes términos: Deberá ser solicitada por, al menos, el 20% de los electores inscritos en la lista nominal del Estado. Posteriormente, el Congreso del Estado, por mayoría calificada de las dos terceras partes del voto de sus integrantes, deberá declarar la procedencia de la consulta de revocación de mandato. 

Es decir, no basta con que el 20% de los electores del Estado soliciten la consulta de revocación de mandato, sino que, una vez acreditado el cumplimiento de ese requisito, todavía el poder legislativo debe declarar, por mayoría calificada, la procedencia de la consulta. 

En virtud de que, sin la declaración de procedencia del Congreso, no puede realizarse la consulta de revocación de mandato, se introduce en el texto constitucional un requisito de procedencia que puede anular el ejercicio del derecho ciudadano reconocido por la propia Constitución. Esto es, se reconoce un derecho político a los ciudadanos y, a renglón seguido, se hace depender el ejercicio de ese derecho de la decisión del Poder legislativo, evocando un pasado político ominoso que creíamos superado.

Este tipo de disposiciones que, en los hechos, anulan el ejercicio de la democracia directa, mediante la cual el pueblo ejerce su soberanía, derivan de la simulación, el engaño, el autoritarismo y la demagogia de legisladores y gobernantes que privilegian sus intereses políticos por sobre la representación popular que ostentan.

Ya hemos abordado el Caso de Nuevo León, pero es necesario señalar que la Ley de Participación Ciudadana de esa entidad
, regula el procedimiento de revocación de mandato en los siguientes términos: Deberá ser solicitado, cuando menos, por el 10% de los electores inscritos en la lista nominal, para el caso de Gobernador; del 10% al 20% de electores tratándose de Presidentes Municipales; y el 10% en el caso de Diputados. El resultado de la revocación de mandato será vinculante, siempre y cuando, en el caso del Gobernador, el 40% de los electores inscritos en la lista nominal, voten a favor de la revocación; Tratándose de Presidentes Municipales, deberán votar a favor de la revocación, del 40% al 50% de los electores inscritos; y, en el caso de Diputados, se requerirá el 40%.

Esto implica que no es suficiente con que el resultado de la consulta favorezca la revocación, sino que los votos a favor de la revocación deben representar, por lo menos, del 40% al 50% del total de personas inscritas en la lista nominal. Resulta paradójico que se exijan porcentajes de votación, a favor de la revocación, que muchas veces son superiores al porcentaje con que resultó electo el representante popular sujeto a la consulta. En efecto, el porcentaje con el que resulta electo un servidor público de representación popular se calcula en base a los electores que efectivamente sufragaron en los comicios, mientras que el porcentaje exigido para que el resultado de la consulta sea vinculatorio se calcula sobre el total de electores inscritos en la lista nominal, sin tomar en cuenta si participaron o no en la consulta. 

Aguascalientes y Jalisco. Del estudio de derecho comparado se desprende, en nuestra opinión, que deben ponderarse por separado los casos de Aguascalientes, Jalisco y la Ciudad de México, en atención a que sus disposiciones constitucionales y, en su caso, legales, posibilitan el ejercicio real de la revocación de mandato.

En el Estado Aguascalientes se establece la revocación de mandato con rango constitucional
 y se hace remisión a la ley para su regulación. La Ley de Participación Ciudadana del Estado de Aguascalientes, en lo relativo al tema que nos ocupa, dispone: “La Consulta de la Revocación de Mandato es el instrumento de participación por el cual los ciudadanos del Estado, sus municipios o sus distritos, según sea el caso, someten a consulta y votación la permanencia en el cargo de un ciudadano que desempeña un puesto de elección popular.”

Podrán solicitar la consulta el 10% de ciudadanos inscritos en el padrón electoral, en el caso del Gobernador y del 10% al 20% tratándose de Diputados Locales o Presidentes Municipales. “Para que la consulta de la revocación de mandato surta efectos vinculatorios se requerirá una votación emitida superior al número de sufragios emitidos en la elección de origen en la que haya sido electo el funcionario objeto de la consulta.”

En el Estado de Jalisco, su Constitución
 dispone que podrán solicitar la revocación de mandato, el 5% de las personas inscritas en la lista nominal, sin embargo, adiciona la condición de que ese porcentaje deba estar distribuido en las dos terceras partes de los distritos o secciones electorales, según corresponda al ámbito territorial de que se trate.

Además, para que el resultado sea vinculatorio se requiere que, en la consulta, se actualicen dos condiciones: Primero, que participen en la consulta, por lo menos, el mismo número de electores que en la elección que originó el nombramiento que pretenda revocase y, segundo, que el número de votos por la revocación sea mayor al número de votos con que originalmente fue electo el servidor público de elección popular cuyo mandato se quiera revocar.

Por último, el texto constitucional remite a la legislación electoral, los términos y procedimientos para la organización de la consulta.
 

Ciudad de México. El constituyente de la Ciudad de México, tras una larga discusión, acordó introducir la revocación de mandato en los siguientes términos: “Las y los ciudadanos tienen derecho a solicitar la revocación del mandato de representantes electos cuando así lo demande al menos el diez por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito respectivo.”

La consulta de revocación de mandato solo procederá una vez y siempre que haya transcurrido, al menos, la mitad del período de encargo del servidor público de elección popular objeto de la consulta.

Para que el resultado de la consulta sea vinculante y tenga por efecto el cese del encargo, se deberán cumplir dos condiciones: Primero, que participen en la consulta, por lo menos, el 40% de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito de que se trate, y segundo, que del porcentaje anterior, al menos, el 60% se manifieste a favor de la revocación.

Resulta importante precisar que la revocación de mandato, en la Constitución de la Ciudad de México, se inscribe dentro del artículo 25, relativo a la democracia directa, diferenciándolo de los mecanismos contenidos en los artículos 26 (democracia participativa) y 27 (democracia representativa) del texto constitucional.

Conclusiones. La revocación de mandato, al igual que el sufragio popular y las consultas de plebiscito y referendo, son instrumentos de la democracia directa y, por tanto, expresión de la soberanía popular consagrada en todos los textos constitucionales locales.

En virtud de que la revocación de mandato es una restricción al principio de periodicidad, es indudable que debe tener rango constitucional.

Existe coincidencia en que la consulta de revocación de mandato solo debe proceder en una única ocasión sobre un mismo servidor público de elección popular.

También existe consenso en que la consulta debe realizarse una vez transcurrido, por lo menos, la mitad del período para el que fue electo el servidor público. En Aguascalientes se establece un período menor, de una tercera parte del período, pero es importante señalar que se trata de una disposición legal y no constitucional.

En relación al porcentaje de personas que deben suscribir la solicitud de revocación de mandato, varias entidades establecen porcentajes diferenciados dependiendo del número de electores con que cuente el municipio y, en otros casos, el distrito. Es decir, mientras menor sea el número de ciudadanos, mayor será el porcentaje requerido y viceversa. Estimamos que esta diferenciación no tiene razón de ser porque se trata del mismo derecho y debe ser reconocido en condiciones de igualdad a menos que, por supuesto, se busque dificultar o restringir el ejercicio del derecho, en los municipios con menor número de electores, lo que resultaría discriminatorio y deleznable.

Por otro lado, es evidente que fijar un porcentaje excesivo o desproporcionado solo puede tener por objeto restringir, limitar o anular de facto el ejercicio del derecho. 

El porcentaje menor está establecido en la Constitución del Estado de Jalisco. Sin embargo, el 5% requerido debe estar distribuido o “dispersado” en las dos terceras partes de los distritos o secciones electorales, lo que adiciona un mayor grado de dificultad. Por ello, consideramos que el 10% establecido en la Constitución de la Ciudad de México y en la leyes de Aguascalientes y Nuevo León
, representa un porcentaje adecuado, toda vez que resulta razonable para posibilitar el ejercicio del derecho, no de revocar el mandato, sino de accionar la consulta para la revocación. 

En relación a las condiciones para que, en su caso, el resultado de la consulta sea vinculatorio y tenga por efecto el cese del encargo, también estimamos razonable lo dispuesto en la Constitución de la Ciudad de México, esto es, que en la consulta participe, por lo menos, el 40% de las personas inscritas en la lista nominal de que se trate y que en la consulta se manifieste, a favor de la revocación, por lo menos el 60% de los votantes.

Propuesta. Derivado de las consideraciones y conclusiones anteriores, se propone reformar la fracción I del artículo 2º de nuestra constitución, para incluir la revocación de mandato, dentro de los instrumentos en que el pueblo coahuilense ejerce, de manera directa, su soberanía.

Se propone adicionar un último párrafo al artículo 2º para definir la revocación de mandato como la consulta popular por la que las y los ciudadanos coahuilenses pueden determinar la conclusión anticipada del cargo de un servidor público de elección popular, y se incorporan cuatro incisos en los siguientes términos:

a) La consulta deberá ser solicitada por, cuando menos, el diez por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda;

b) La consulta procederá una sola vez, después de que haya transcurrido, al menos, la mitad del período de encargo del representante popular de que se trate;

c) Para que los resultados sean vinculatorios y tengan por efecto el cese del representante popular en el cargo, deberán participar en la consulta, por lo menos, el cuarenta por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda y que de éstas, por lo menos, el sesenta por ciento se manifieste a favor de la revocación; y

d) La ley de la materia establecerá el trámite, procedimientos y formalidades a que deberán sujetarse la solicitud, organización y resultados de la consulta.

También se propone reformar el primer párrafo de los artículos 18 y 19 para decir: “Son deberes de las y los ciudadanos coahuilenses”, en el primero, y “son derechos de las y los ciudadanos coahuilenses”, en el segundo. En el mismo sentido, se propone reformar el cuarto párrafo del artículo 19, relativo al voto en el extranjero, para que tal derecho pueda ser ejercido por “las y los coahuilenses”.

Además, se propone reformar la fracción II del artículo 18 y la fracción I del artículo 19, para incluir, como derechos y deberes, respectivamente, votar en las consultas de plebiscito, referendo y revocación de mandato. 

Finalmente, se propone reformar el artículo 27, numeral 5, primer párrafo y su inciso d), así como el primer párrafo del numeral 6 del mismo artículo. Las primeras, con el objeto de que el Organismo Público Local Electoral tenga a su cargo la organización de las consultas de revocación de mandato, y la última, para que el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, resuelva las controversias relacionadas con la consulta popular de revocación de mandato.

Por las razones expuestas, someto a la consideración de esta honorable asamblea, a efecto de que se le de el trámite que corresponda, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO: Se reforman los artículos 2º, fracción I, 18, primer párrafo y fracción II, 19, primer párrafo y fracción primera, en sus párrafos primero y cuarto y 27, numeral 5, primer párrafo e inciso d) y numeral 6, primer párrafo, y se adiciona un último párrafo y cuatro incisos al artículo 2º, para quedar como sigue:

Artículo 2º. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

I. En forma directa, por medio del sufragio popular, el plebiscito, el referendo y la revocación de mandato, para vincular en forma obligatoria a los poderes públicos del estado y de los municipios, o, en su caso, para concluir anticipadamente el ejercicio del cargo de un servidor público de elección popular, en los términos que disponga esta Constitución y demás leyes aplicables.

II. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

La revocación de mandato es la consulta popular por la que las y los ciudadanos coahuilenses pueden determinar la conclusión anticipada del cargo de un servidor público de elección popular, conforme a lo siguiente:

a) La consulta deberá ser solicitada por, cuando menos, el diez por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda;

b) La consulta procederá una sola vez, después de que haya transcurrido, al menos, la mitad del período de encargo del representante popular de que se trate;

c) Para que los resultados sean vinculatorios y tengan por efecto el cese del representante popular en el cargo, deberán participar en la consulta, por lo menos, el cuarenta por ciento de las personas inscritas en la lista nominal de electores del ámbito que corresponda y que de éstas, por lo menos, el sesenta por ciento se manifieste a favor de la revocación; y

d) La ley de la materia establecerá el trámite, procedimientos y formalidades a que deberán sujetarse la solicitud, organización y resultados de la consulta. 

Artículo 18. Son deberes de las y los ciudadanos coahuilenses:

I. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

II. Votar en las elecciones populares y en las consultas de plebiscito, referendo y revocación de mandato, en los términos que prescriban las leyes.

III al IV. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Artículo 19. Son derechos de las y los ciudadanos coahuilenses:

I. Votar en las elecciones populares y en las consultas de plebiscito, referendo y revocación de mandato, y ser electos para los empleos y cargos públicos en la forma y términos que prescriban las leyes.

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Las y los coahuilenses podrán ejercer su derecho a votar, aún estando en territorio extranjero, acorde a las disposiciones legales en la materia.

II al IV. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Artículo 27. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

1 al 4. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

5. La organización de las elecciones, consultas de plebiscitos, referendos y revocación de mandato, es una función estatal encomendada a un Organismo público Local Electoral denominado Instituto Electoral de Coahuila dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración participan los partidos políticos y los ciudadanos. El Instituto se regirá por las siguientes normas y lo que establezca la ley; 

a) al c) - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

d) Tendrá a su cargo, de manera integral y directa, todas las actividades relativas a la organización y desarrollo de los procesos electorales locales, de los plebiscitos, referendos y revocación de mandato; los cómputos, declaración de validez y otorgamiento de constancias en las elecciones de Gobernador, diputados y ayuntamientos; la fiscalización de los recursos de los partidos políticos, cuando el Instituto Nacional le delegue esta función, el seguimiento de los compromisos de campaña de los candidatos mediante la emisión de informes anuales con fines meramente informativos y sin efecto vinculatorio alguno, y las demás que señale la ley;

e) al g) - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

6. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales y los relativos a plebiscitos,  referendos y revocación de mandato, la ley establecerá un sistema de medios de impugnación del que conocerá el Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza. En materia electoral la interposición de los medios de impugnación no producirá efectos suspensivos sobre la resolución o el acto reclamado. El Tribunal Electoral será órgano permanente, autónomo y máxima autoridad jurisdiccional electoral. Se integrará por tres Magistrados, que durarán en su encargo siete años y cuya designación se realizará de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las Leyes en la Materia.

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

7. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial del Gobierno del Estado;

Segundo. Dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor, el Congreso del Estado deberá realizar las reformas a los ordenamientos secundarios que corresponda; y

Tercero. Se derogan las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 19 de junio de 2018.

DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ
� Existe un basto número de precedentes en ambos sentidos, tanto en las resoluciones de Acciones de Inconstitucionalidad como de Juicios para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano.


� Artículo 19, numeral 1, fracción IV de la Constitución Política del Estado de Guerrero; Artículos 14, fracción III y 15, fracción VI de la Constitución Política del Estado de Zacatecas.


� Baja California Sur; Campeche; Chiapas; Chihuahua; Coahuila; Colima; Durango; Estado de México; Guanajuato; Guerrero; Hidalgo; Michoacán; Morelos; Nayarit; Nuevo León; Puebla; Querétaro; Quintana Roo; San Luis Potosí; Sonora; Tabasco; Tamaulipas; Tlaxcala; Veracruz; Yucatán y Zacatecas.


� Artículo 159 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa.


� Artículo 12, fracción VI de la Constitución Política del Estado de Baja California.


� Ejecutoria publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha 16 de octubre de 2012.


� Artículo 30, fracción XLI de la Constitución Política del Estado de Yucatán, declarada inválida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� Artículos 23, fracción I, 24, fracción I, y 25, apartados A, fracción IV y C, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Oaxaca.


� Artículos 59 al 76 de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Nuevo León.


� Artículo 16, apartado C, inciso d) de la Constitución Política del Estado de Aguascalientes.


� Artículo 54 de la Ley de Participación Ciudadana del Estado de Aguascalientes.


� Artículo 62, segundo párrafo de la Ley citada.


� Artículo 11, fracción VIII de la Constitución Política del Estado de Jalisco.


� Artículos 427 al 439 del Código Electoral y de Participación Social en el Estado de Jalisco.


� Artículo 25, apartado G, numeral 1 de la Constitución Política de la Ciudad de México.


� Aclarando que en las leyes de estas entidades el 10% se refiera a la solicitud de revocación de mandato del Gobernador y de Presidentes de los municipios con mayor número de electores.





